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RESOLUCION FINAL

1. INTERVINIENTES

Consumidora

Denunciante:

Proveedora denunciada; TH SOLUCIONES, S.A. DE C.V.

II. HECHOS DENUNCIADOS Y ANTECEDENTES.

En fecha 18/01/2022, la consumidora

interpuso su denuncia—folio 1— en la cual manifestó qtie, recibió una llamada de parte del

proveedor, quien le ofreció un sistema electrónico para llevar el control de sus operaciones,

estuvieron negociando para llegara un acuerdo, el cual laie que le venderían dicho sistema,pbr cuotas,

pagando un anticipo del 25% que corresponde a la cantidad de $253.10 dólares y el resto lo pagaría

en 3 CLiptas. Añade, que la instalación del sistema se haría 8 días después del primer pago, pero se

cumplió un poco más del mes y no se realizó la instalación, justo en ese tiempo coincidió con la fecha

de pago de la primera cuota y se conversó con el proveedor, quien se comprometió a instalar en dos

días el sistema si la parte consumidora pagaba la primera cuota, siendo así que el consumidor pagó

la primera cuota de $169.27 dólares en fecha 21/06/2021 y el pago de la segunda cuota de $196.35

dólares en fecha 22/07/2021, en el entendido qiie el proveedor necesitaba el dinero para llevar a cabo

el servicio ofrecido. Alega, que el proveedor no ha brindado él servicio y con fecha 06/12/2021 le

dan una respuesta al consumidor que procederán con la devolución del 50% cancelado, pero en 4

pagos a partir del día 14 de enero del año 2022.

En fecha 18/01/2022, se dio inicio a ía etapa de avenimiento y se le comunicó a la denunciada,

inediante correo electrónico, que se le concedía el plazo de 3 días hábiles contados a partir de la

recepción de la notificación, para ofrecer alternativas de soluciónt adjuntándose copia de la denuncia

—fs. 17-^19—. Posteriormente, en fecha 16/02/2022 —fs, 22 la consumidora ratificó su denuncia

y soiieiíó la programación de audiencias conciliatorias, éñ fecha 03/03/2022, se le notificó a la

proveedora la audiencia de conciliación programáda pára el 08/03/2022 —fs, 27—, én la cual,

conforme ní acia ele resultado de conciliación, se hace cónsiár que la niisma fue suspendida por

incomparecencia de la parte proveedora—^fs, 3 1—, fijando cOfriO tiueva fecha de realización de la

audiencia, el día 24/03/7.09,9. Conforme al acta de resultado de conciliación (fs, 41), se hizo constar

que la misma fue suspendida debido a segunda incomparecencia de la proveedora sin etuisa

justificada.-
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En ese sentido, el Centro de Solución de Controversias ---en adelante CSC—, conforme al

artículo 112 de la Ley de Protección al Consumidor —en adelante LPC—remitió el expediente,

recibiéndose en este Tribunal ert fecha 04/05/2022. Posteriormente se inició el presente

procedimiento administrativo sancionatorio mediante resolución de las diez horas con cuarenta

minutos del día 14/06/2023 (fs. 44-45),

III. PRETENSION PARTICULAR.

La consumidora solicita: "la devolución del 100% del dinero cancelado ($618.72) al proveedor

por lin servicio no prestado. De conformidad con los artículos 4 literal b), 13-D literal b) y 44 literal

k) todos de la Ley de Protección al Consumidor". ;

IV. INFRACCION ATRIBUIDA Y ELEMENTOS DE LA INFRACCIÓN.

Tal como consta en resolución de inicio —folios 44-45—, se le imputa a la proveedora

denunciada la Comisión de la infracción grave establecida ¿n el artículo 43 letra e) de la LPC, que

estipula: "Son infracciones graves, las acciones u omisiones .siguientes: e) Ño (...) prestar los

.servicio.s eñ los términos contratados (...)

Respectó de la infracción establecida en el artículo 43 letra e), se tiene que, la LPC prevé una

serié dé obligaciones y prohibiciones dirigidas á los proveedores, estableciendo una serie de

infracciones administrativas en caso dé incumplimientos por parte de los mismos, entre ías cuales se

encuentra la contemplada en el artículo 43 letra e) dé la LPC, el cual, literalmente prescribe que

constituye una infracción grave: "No entregar los bienes o prestar los .servicios en los términos

contraiados (resaítado es propio). La anterior disposición, se encuentra e.strechamente vinculada

eón los derechos básicos que tiene todo consumidor, según se establece en el artículo 4 letra é) de la

ley en mención: "Adquirir los bienes o servicios en las condiciones o términos que el proveedor

ofertó públicamente " (resaltados son propios), de tal suerte que todo proveedor de servicios está

obligado a garantizar que el consumidor fue plenamente informado de todos los términos de la

contratación.

Por lo anterior, en el presente caSó, esto Tribunal deberá analizar sí el supuesto infractor,

proporciono de forma clara los términos de la contratación, cuáles fueron las conrJiciones en que se
ojrecw el servicio, fin cuanto á calidad, cantidad, precio y tiempo de cumplimiento (entre otros),
según corresponda; y determinar finalmente, la existencia déí incitnipíimienio por parte de ¡a

proveedora en la prestación de los servicios, según los términos contratados por la consumidora, lo
que, en easO de configurarse, daría lugar á la sarición prescrita en el artículo 46 del referido-cuerpo
de ley, siendo ésta la múíta hasta de doscientos salarios mínimos urbanos en el sector comercio e

industria.



V. GONTEStACIONDELÁPRQVl5ÉDOlU.I>ÉHtMCIADA

Se siguió el procedimiento consignado en ios artículos 143 y siguientes de la LPC, respetando la

garantía de audiencia y el derecho óe defensa de la proveedora, quien compareció conforme a las

actuaciones que se detallan a continuacióní;

En fecha 28/07/2023, se recibió escrito (fs. 50 al 51) firmado por el ingeniero

'  ■ , pretendiendo ser el Representante legal y Administrador único; de Ta proyeedora

TH SQLüGIQNES, S.A. de C.V., mediante el cual evacuó la audiencia conferida en resolución de

inicio (fs. 44 y 45), manifestando su contestación en sentido negativo, expuso argumentos de defensa,

oferto medios probatorios y solicito se llevara a cabo audiencia; única con la,consumidora para.llegar

a un acuerdo conciliatorio.

En cuanto a lo, solicitado por la proveedora TH SOLUCIONES, S.A. de C.V.,; éste Tribunal,

mediante fésorución,de las trece horas eon nueve rniniitos del día 24/01/2024^ cito a la consumidora

, y a la proveedora a Una audiencia

única a realizarse a las diez horas del día iúnes doce dé febrero de udos mií veinticuatro, de igual

mañera sé previno al iiigenieró ^ para qué ácréditara en legal forma su personería y

se abrió a pruebas el presente procedimiento, dicha resolución.lúe notificada a la denunciada el día

30/01/2024 (fs. 60).

Es importante señalar que el Ingeniero no acredito en legal forma su personería

para actuar en el presente procedimiento, además según acta-de audiencia única (fs. 62),; esta no sé

llevó a cabo debido a laíncomparecencia de la parte proveedora,

AsimismOj en escrito presentado, en fecha 28/07/2023, la proveedora dénuñciada rnencionó, que

durante la implenientaclón se realizaron mejoras.it' , la consumidora solicitó se agregaran

dos émpfésas más, siendo ainbas.de diferente rubro, el cuál conllevo a diferentes cambios al sistema

conlratadó, siendo una de ellas ', 0011 la cual iñiciároh COñ la fuhciohabilidad

del sistema ocupando la facturación real desdé el día 19707/2021 hásta el díáÓO/l 1/2021, duráhte ese

tiempo el sistema quedo implementado en dicha empresa que fue la principal que contráláron, en ese

tiempo se llevaron los cambios a la Otra empresa

Por lo antes expuesto, manifestó" que se habían realizado trabajos de migración dé información,,

reunione.s- de impíerhentación, capacitacibnes de uso de sistema en olTcihas dé TH soluciones é

1 Servicio dé alojamiento; y usó;de sistema por paité de lá empresa

.  ■, anexando lo siguiente;
i. Imágenes de las empresas que utilizaron el sistema

r
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ií. Iñformacióri proceMyá por parte de iina.dé las émpresas, en la que consta el uso que

tuvo el sistbrna en los meses antes mencioriadds.

Ahora bien, en rélaclóri a lá prueba ídócuméhtái oft^^ por la proveedorá, es preciso aclarar
que eii cualquier prOCéSó ó procedimiento -judicial o admiñistrátívo-^ las partes pueden proponer o

spricitar la producción le algún medio probatoiio para desvirtuar o confirmar ios hechos objeto de

controversia, siernpre y cuando se trate de prueba pertiñenté y conducente, esto es, queVguarde

relación con las.circtjhstaheiás de Cóntenidó, tiempo y forma de los hechos en cuestión-,

De cdnforrnidád éoh el aitículó 3 Í 9 del Código ProcesáíCivil y Mercantil íen ádelante CPCM),

-de aplicacldn supletoria en el presente; procedimiento, s^egún lo dispuesto en el artículo 167 de la

Ley de Protección al Cohsurnídótv- iió debe admitirse aqüellá prueba qué, según las realas y criterios

razonábles, no sea idónea o resüíte superfiüá para comprobar los hechos controvertidos,

En ese sentido, este Tribunal eonsiderá que el inedio de; prueba ofertado por la proveedora nO

puede sta-considerado pertinente y util para el presente procedirnientó administrativo sancionádor,

puesto que la prueba documental ofrecida no cumple eón las normas generales sobré lá prueba,
especílkamente a la determinada en el ártÍGüIb 319del CPCM, respectó a ¡a idoneidad y utilidad de

la misma,

És así, que este Tribunal se pronunciará: sobré ¡la conducta imputada a la proveedora denunciada

sobre la base de la prueba que consta en el expediente de mérito, pór nó háberse pronunciado e¡

referido, pese habérsele otorgado la oportunidad procedimental para ejercer su defensa.

VI. VALORACION DE PRUEBA/HECHOS PROBADOS

A. De conformidad'eóñ los artículos 146 de la LPC y 106 inc, 3° de la Ley de Procedimientos

Administrativos -^n adelanté LPA— las pruebas oportunas, pertinentes y conducentés aportadas
en elpr0cedim:íentó,, séráñ vaíólmIaSíGpnforme a [as reglasle la sana crítica; a eJkepciÁi deiiápruéba
documental, la cuál s'e reálizafá corifórrhé al valor tasado de la misma en él derecho común.

En ese séntidó, la Sala dé ló Constitucional en la resolüCióh Final pfónunciáda en el proceso

.acumuíadó con número dé referencia 23-2003/41-2003/50-2003/17-^2005/21 2005, de fecha
18/12/2009 en lo que concierne al valor tasado de las pruebas mencianñ! ̂Citándá Ja 'uhhzación'

de ¡a maxima de experiencia viene predetcrmmada por Id mitniáprocesdíi h^ del sistema
de vaioración denominado prueba tasada o tarifa legal; es decir, en la prueba íasada o tarifa legal,

h Ijlttí hace ef legislador és proveer una de las máxlnias qué deben integrarse al razonamientó

probatorio deljueZi Cmtdlapremisa mayor de! sdagismo fundamental sobre mdn mgdip^d
(...) ei íegfslqdpr'segáiü íiHü lisia de medios de prueba y a cada una le asigna nn deiermlnado v
preciso valor probatorio —Certeza p^etivá—; es decir qué^^ en éste casa, amparado efilá seguridad



jlirídica, el legislador cléíermnápreviamenle la máxima dé expériencíá; aiimpié con clistmía fuerza

dependiendo de la prueba de que se traíe'^ (vcsaltados son propios).

Dicho ésto, el artículo 106 inc, "6°de la LPA, dispone,: 'd^m dpcimjenlás Jormalizados p,^^

fimciondrios a los que se reconoce la condicipp de quloridad y en los que, bhservárídcse los

requisiios legales correspondientes se recojan los hechos consta!adós por aquellos, harán prueba de

estos salvo que se acredite lo contrario

Además, el artículo 341 del Código Procesal Civil y Mercantil—en adelanté CPCM— determina

el valor probatorio de los instrumentos, así; '%os insínmeritos públicos conslitvirán prueba

fehaciente de los hechos,, actos o estado de cosas que documenten; dé la fecha y personas que

jntervienén en el mismo, así como del fedatario ó fimcionam) que lo expide. Los iostrumeníos

privados hacen prueba plena de su cóntenicló y otorgantes, si no ha sido ímpugnada su aufeníicidad

o ésta ha quedado demostrada. Si no quedó detnostradu tras Ja impugnacitm, los insirumehios se

valorarán conforme ü tas regías de ¡a sima mV/cíí'' (resaltados son propios).

Así las cosas, este Tribunal valorará la prueba, de conformidad a los métodos aceptados en el

ordenamiento jurídico, para posteriormente determinar si, en el presente procedimiento se ha

configurado la iníracción consignada en el artículo 43 letra e) deJa LPC.

B. En el presente Caso,, es menester señalar que el expediente fue certificado i este Tribunal de

conformidad a la presunción |ega| eslabíeoida ens el articulo 112 jnci.so segii.ndo de la LPC, por lo qúC

en aplicación de dicha disposicióla se piesumirá, legalmenie como cierto lo manifestado én la

denuncia.

Dé conformidad con el artículo 414 del CPGM, las presunciones legales, conocidas como^

presunciones iuris tantum, son aquellas en razón de las cuales la persona a la que favorezca quedará

dispensada de la:pruebadel hecho presunto al estat probados los hechos en que se base.

Sin embargo, las mismas admiten prueba en contrario, y en ese caso- la actividad probatoria se

podrá dirigir tanto a demostrar que los indicios probados inducen a un hecho distinto O a ninguno,

como a efectuar la contraprueba de dichos indiciofepara establecer su inexistencia.

Jurídicamente, la presunción se define corno aquel razonamiento én virtud del cuaL partiendo de

un hecho qtie está probado o admitido, sé llega a la consecuencia de la existencia de- Otro hecho que

es el supuesto fáctíco de una norma,,atendiendo al nexo lógico existente entré ios dos: hechos-

■ Las presunciones son un. método lógico para probar y están compuestas estníctiiralmente de una

afirmación hecho basco indicio, de una afirmación O hecho presumido y de im enlace, La afirmación

base O el hecho base ■—-también conocido COITlO, indicio—recibe esta denominación porqué es el
punto de apoyo de toda presunción. La base de la presunción puede estar coiistituida 'por uno o vario».

/
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indieios- pero lo decisivo del;indicio es que esté fijado en el procedimiento y que resulte probado. Éii

conclusión;, la afirmación presumida o el hécíio presumido: es tinaxoitsecüerícía que se deduce del

hecho base O; indieio; .

C. En el presente proeedimlenfo sáncionatóclOvse incorporó la siguiente prueba dbcüitiéntal:

1. Fotocopia- conftontada de pontrato dé " de fecha 20/05/2)02 U fís- 11-12)

emitido por la proveedora TH SOLUCIONES, S.A. dé C.V., en donde se; detalla el monto

total a cancelar por la consumidora

y demás gerieralidadeádel servieio a contratan-

;  2. Fotocopia de carta denominada '-Dictamen dé devolución de servicios", emitida por la

proveeóoi:a;TH. SOFUCfONESv de: CsA/itidé fecha 00/12/2021, én dOhdé éstábíecen que^

por soiieitud de Ja eonsumidota se réalizara la devolución del 50% dé lo pagado por la compra

c mipíémentaclón de sistema de cóntról integrado en 4 pagos mensuales- a partir del 14 de

enero del 2022 (fs. 13). -

3. Fotocopia confrontada de Comprobantes de crédito fiscal No , y dé fechas

21/05/2021:, 21/06/2021 y22/0?/2021:emitidppór la prD#edora TH SOLUCÍC)NES, S;Á. de

C. V.. a favor de la consumidora

en donde se detallan los inoritos arcancelar de $253.10 dólares en concepto de anticipo

del 25% yeonexión! (alpjáhliento), $160.27 dólares éh eoncépto

de cuota 14 y conexión ;Calcóám!éhto) y $Í96.35'dóláres'eh concepto

de cuota y conexiones, (fs. 14 al 16).

m ANAMSIS DE LA CONFIGURACIÓN DE LAS INFRACCtONRS

A. En el : presente caso la infracción denunciada por la corisumidora;

„ es la descrita en el artículo 43 letra e) de la LPC, que

prescribe conto graye la cónductá de la proveedora por supuestamente íheumplir la obligación de jjo

tííjli-egat los hiénes o prestar los servidosjín los términos eontratadós^ en consecuénciai de los

elementós probatorios; t]ue obran etí el expediente administrativovse ha acfeditadó; mediante prueba

ihdiciariá o directa que (a consumí

. ( ontraio el servicio de licencia de uso de sistema dé aíojaíriiento con dos coitextones

simuitai iCciSf Qon^ lá proVeédóra TH SOLUClÓNES, S.A, de G.y., cancélandri, un monto total del

$618.72 dólares, lo anitei-ior se ha ácreditado tnediante las foíócópiaS de Comprobantes de erédit0
fiscal No, , , y i, emitidas por la proveedora y Contrato de ■' " con TH
SOLUGI0NES, S,A, d6í,G.V., Iqs cuales §e encuentran anexós al expediente cómo un medio de;
priieba Incorporado por la,cOnsiirrtidOra ai moniento deinterponer su denünéia;(fs, 1),

6:



ta eonsumidora expuso que la proveedora ofreció un sistema electrónico para llevar el control de

sus óperacioneSj mencioná qüe el servicio seria cancelado en cuotas, pagando un anticipo del 25% a

la proveedora TH SOLUCiONES. S^A. de C.V.i señala que, la instalación se haría 8 días después del

primer pago, no obstante, paso un mes y no se realizó la instalación del servicio, la proveedora se

comprometió a instalarlo en dos días, si la consumidora cancelaba la primera cuota, de manera que

la consumidora canceló la primera cuota y pagó la segunda cuota en el entendido que la proveedora

hecesitaba el dinero para llevar a cabo la instalación de dicho servicio, sin embargo, la proveedora no

ha brindado el servicior y con fecha 06/12/2021 |e dan respuesta que procederán con la deyolución

del 50% cancelado. Ante ello,, la Consumidora solicitó la devolución del 100% de su dinero por lín

monto de $618.72 dul ires.

En virtud de lo anterior este Tribunal puede concluir que, al tenor del comprobanté de pago-

tipo "Comprobantes de crédito fiscal " Y "coniralo de sistema agregados como prüebá éh esté

expediente, emitidos por la proveedora, en donde ésta se comprometió a realizar la instalación del

servicio de licencia de uso, de sistema de alojamiento^ con dos conexiones simultaneas,

dicho servicio debía cumplirse en el tiempo acordado y, con las características que la proveedora

ofertó y por los cuales la consumidora entregó cantidades de dinero a la denunciada, es decir que

lógicamente lá; consumidora esperaba que con dicho servicio;'le beneficiara a que sus procesos scj

ejécütáran de forma mas eficiente e integrada.

Cabe destacar^ que el representante legal de la proveedora manifestó que durante la

implementación se realizaron mejoras a señalando que la consumidora solicitó se

agregaran dos empresas más, siendo estas de diferente rubro; el cual eonlleva cambio al sistema

cOntráfadó, aun así, TB soluciones accedió a realizar los cambios, pertinentes para su optiino

funciónamiento/de igual forma haceiipénción que inicio con la funcionalidad del sistema ocupando

facturación real de una de las empresas llamada,"i sin embargo, los antcriorés

hechos no fueron desvirtuados por el provéédór denunciado, ya que no aportó ninguna prüébá

fehaciente al presente procedimiento administrativo sancionatorio que acreditara la efectiva

prestación total o parcial del servicio de licencia de' uso deisistema de,alojamiento con dos

conexiones simultaneas, objeto de la controversia planteada por la denunciante, por el cual este último

erogó una cantidad de dinero, esperando recibir como contraprestación la.-prestación del servicio

contratado- pues el proveedor estaba obligado a cumplir lo establecido dentro del contrato?

manteniéndo.se la presunción legal del artículo, 112 inciso 2^; de la LpC, que no fue desvirtuada pOP

ningún medio de prueba, es decir que se sostiene Cotí firmeza lo cxpueslo por la consumidora en su

denuncia, argumentos cuyo fiindamcnlo recae sobre los documentos de fs. 1 í a\ IG.

/'"/ir;



Al pespéctG, debe señalarse que tradicionálfiiéhte/ las-^ la carga de lá prueba se

ctínsideraban estáticas, sin percatarse de las cireUnstañcias páptiGüíares de cada caso concreto.

Según el autor Juan GárlOs Díaz Restrepo la carga.diñámica de la prueba es considerada como

' um regla de jtíiqía en moí^^^^ comiste enasignat clgrümmen de prókáéá léparte

que se enciíentre en mejores condicionespará }iáeérlQ''v ,

Segúp el autor citado anteriormenté; están en rñejor posición para probárr i) en virtüd de Su

eercaníascon el material probatorio; ii) por'tener eñ.su poder el objeto deptiúeba; i ii) por circünstánciás

técnicas especiáles; iv) por haber iñteryenido directamente en los hechos que diCrón lugar al litigio;

v) por el: estado dC; indefensión o de incapacidad en la cual se; encuentre la contraparte;: entre otras

circunstánCiassimilareSi

Por tanto^ se destacan las siguientes= característÍGas de jas oargás probatorias dinántié a)

Configuran uña especié dentro del género desplazamiento dé las cargas prpbatoriasi b) Récontícen la

vigencia de las normas generales elásicas sobre distribución deí p«M.V iUro¿artr// como^^^^-^
general!' J» corresponde acudir a ellas de rnanera excepcional freríte a la situación en que la aplicación

de aquelíasihorrnas legales (típicas o rígidas) sobre la disíribUcióH de la carga de la prueba, arroja
consecuencias manifiestamente disvaliosas, c) Ln el caso excepcional éh qué sé estime su áplicáCión,

importamun desplazanliento úeiontíxpfrobandi contormé a las especiaies circUnstártCias delcásóí d)

El elenco de las mismas es amplio y yariado.aieñdó la niás difünd^í^ üsada,;aqUella conáisténté en

hacer recaer el ónus probapdi sQbm la parte qiie está én mejorés cOndiciOnes profesionales, técnicas

O facticas para producir la prueba respeetiya. é) Modernamértte,:justifican la adjudicaciónidinárnica

aludida,; la mayor, facilidad probatoria ¡y la disponibilidád dedos rnédios. probatorios en :que se
encuéiitre la parte a la que Griginariarrtenté no-lécofrespohdía lacarga subjétiya de ja prueba; f); Esta

téoria Ka encontrado aplicación én diversas ráinasdél derecho! í

Desdé el ano dos íñil nueve; la Sala de lo (lonstitucional en la resolución de urt prpéeso de

amparo, respecto al Supuesto de % carga de la prueba le corresponde al actoH' sostuvo qué tal

aíirmacíón fip puede, én absoIutOj apliéafsé de forma igual Cn todos los prGcésps constituclónalés, es
decir, prescindiendo de la nátüraíézáidel Jacto u omisión reclatnada [..v] sé invierte la carga de la
prueba cuando la actuación ttnpugnáda.se trata no de una accióh siho de una, omisión''.

V así como se ha estipulado doctrinariamenteyde igual mañerá la Saía renrin que 'Mas¿regías
lá caiga de la prueba sirven al juzgádor pára qué en el'momento de pronunpiár,:sénténcia y.íánte'una
afirmación de hecho hó'CotnprObádái dccidá cUáh de las partes del proCésG" ha de. sufnr jas
conseéü^eiás dé la faíta de pruéba'b; >



.r'

?

Las eafgas próbátófias ciiriámifeas, eon independencia de cdnio se les titule; ̂ eafgas probálorias

dinámicas, principio de solidaridad probatoria, principio de facilidad de la pi-iieba o principio de

colaboración probatoria- SLiponeii un complemento a las reglas de distribución de la carga de la prueba

que atienden a la clase de hechos que se afirman como existentes.

Estas reglas complementarias vendrían a sostener que la carga de la prueba debe desplazarse

hacia aquella posición procesal que se encuentra en mejores condiciones profesionales, técnicas o

fácticas, para producir la prueba respectiva. '

En determinados casos es necesario invertir la carga-de la prueba, a fin de mitigar el rigor que

supondría aplicar a ultranza las reglas de las cargas probatorias tradicionales.

Al respecto, la Sala de lo Contencioso Administrativo en sentencia de lecha 13/12/2019 de Ref.

95-2015 se pronunció en el sentido de acotar que "corresponde a la Administración, en un

procedimiento sancioriadpr, la carga de acreditar los hechos constitutivos de la infmceión y

responsabilidad, del presunto infractor, no pudiendo imponer saneichi alguna si no existe una

actividad probatoria de cargo que destruya lapresunción de inocencia del imputado

"No obstante, no se debe entender vulnerado dicho principio (carga de la. prueba) cuando se

traslada la verificación de los hechos al administrado en razón del ejercicio de su derecho de

defensa, pudiendo aportar la prueba de descargo con la que refute y desvirtúe los argumentos

planteados por la Administración, garantizándose, con ello, su actividad probatoria en el de.sar rollo

de una investigacióH".

Eli ése sentido, de lo anteriormente relacionado se advierte, que, en el preséñte caso, la proveedora

sé encontraba eil rhejprés condicionés profesionálés, /técriicas; y fácticas para producir la prueba

respectiva que acreditara la prestación dé los servicios en los términos contratados, en viftiid de la,

mayor facilidad probatoria y la dispónibilidad de los medios probatorios con los que cuéntá por stl

cercanía con ésto.s.

En consecuencia, no se ha logrado desvirtuar los hechos que se le atribuyen, los cuáles son

constitutivos de la infracción contenida en el artículo 43 letra e) de la LPC- Por con.siguiéhíé, este

Tribunal concluye que la proveedora TH SOLUCIONES, S.A- DE C.V., cometió Ta infracción

establecidá; eíi él artículo 43 letra e) de ja LPC, por "no prestar los .servicio,s en los términos

eóntratados", resultando procedente imponer la sanción conforme el artículo 46 de la misma ley

1% Ahora bíen, e.Stablecida la conducta ilícita, es importante: hacer referéncia al teína de

culpabilidád, ásí:

El prinéipio de culpabilidad está reconocido por el artículo M de ¡a Constitución que prescribe!

«[t]oda pérsona a quien Se impute un delito, Sé presumirá inocente mientras^ nó Sé pruebe gu^
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ciilpabilidad conforme a la ley y en juicio público, en el que se le aseguren todas las garantías

necesarias para su defensa», disposición que es aplicable no sqIo en el ámbito penal, sino además en

el administrativo saneíonador (sentencia de inc. 3-92 Ac, 6-92 de la vSala de lo Constitucional, doce

horas del 17/12/1992).

En este sentido, la Sala de lo Constitucional respecto al principio de culpabilidad en materia

administrativa sancionadora ha expresado que «[e]| principio de culpabilidad en esta materia supone

el destierro de las diversas formas de responsabilidad objetiva, y rescata la opératividad de dolo y la

culpa como formas de responsabilidad. De igual forma, reconoce la máxima de una responsabilidad

personal por hechos propios, y de forma correlativa un deber procesal de lá Administración de

evidenciar este aspecto subjetivo sin tener que utilizar presunciones legislativas de culpabilidad, es

decir, que se veda la posibilidad de una aplicación automática de las sanciones únicamente en razón

del resultado producido» (sentencia dé Inc. 18^ 2008 de Sala de lo Constitucional doce horas veinte

minutos del 29/04/2013).

Cabe destacar que una de la sub-catego"rías o,corolarios del principio de culpabilidad, es la

responsabilidad por el hecho o responsabilidad por la acción ilícita como se denpmina en la doctrina

administrativa sancionadora. Este principio implica que la sanción únicamente puede recaer a quien

en forma dolosa o curposa ha participado en los hechos que configuran uná acción ilícita; así lo

expone Nieto al referir que (<[e]¡ gravamen que la sanción representa solo podrá recaer sobre aquellas

[personas] qué hah participado de forma dolosa O-culposa en los hechos constitutivos de infracción.

Por lo táhlo, no es posible exigir responsabilidad por la sola existencia de un vínculo personal con e.l
actor o, la simple titularidad de la cosa o actividad en cuyo marcó se produce la infracción. La

exigencia de individualización de. la/sanción supone un veto a la responsabilidad objetiva» [Nieto.

Alejandró, Derecho: Administrativo Sancionador, quinta edición totalmente reformada, Madrid.

Editorial léenos, p. 329,201 1],

En este orden, conforme al principio dé culpabilidad solamente responde el administrado por sus

actos propios, de este modo, se repele la posibilidad de construir una responsabilidad objetiva o
basada en la simple relación causal independiente de la voluntad det autor. En congruencia con lo
e.xpUeSto, en el Derecho Administrativo Sancionador, debe respetarse el principio de culpabilidad, de

tal suelte que el elemento indispensable para sancionar un actuar, es la determinación de la

responsabilidad subjetiva, (Sentencíá emitida éirel proceso 90-2014 por la SGA, .a las catorce horas
cincUentá y uno minutos del 24/10/2019,

En relación con el tema de la responsabilidad subjetiva de la proveedora denunciada, este
í ríbunaí considera necesario analizar sí el mismo ha obrado dolo.sa o cuando ráenos culposamente;
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es decir, que la,transgresión a la norma haya sido querida o se deba a imprudericia ó negligencia. Por

tanto, la existencia de un nexo de eulpabííidad constituye Una condición para la configuración de las

conductas'sancionables.

Ahora bien, en él présente caso ha quedado establecido el coinetimiento de ia infracción de;

manera culposa por parte de la proveedora, pues ésta no atendió con la debida diligencia su negocio,

incumpliendo su obligación de prestar los servicios que comerciariza, de la calidad ofertada y en los

térrriinos contratados, conforme a las obligaciones y prohibiciones contenidas en la LPC.

Vm. PARAMETROS PARA LA DETERMINACION DE LA SANCION

7

Como se expuso en los acápites precedentes, se estableció: la cómisión de la infracción grave

contenida en el artículo 43 letra e) de la LPC, Jo cuál se sanciona con riiulta hasta de doscientos

salarios mínimos rnensuaíes urbanos en la industria—-artículo 4:6 de la LPC—; por ello, és facultad

de este Tribunal determinar las sanciones y cuantificar las multas que correspondan, a la luz de los

parámetros establecidos en la LPC, su reglamento y la jurisprudencia aplicable.

Así, este Tribunal establece los criterios para la determinación de la multa, siendo estos: tamaño

de la empresa, el impacto en los derechos del consumidor, la naturaleza del perjuicio causado o grado

de afectación a la vida, salud, integridad ó patrimonio de los consumidores, el grado, de

intencionalidad del infractor, el grado de participación en la acción u omisión, cobro indebido

realizado y las circunstítnclas en que ésta se cometa, segim sea el caso,

A continuación, se concretará;cada uno de eiiós, en Iq aplicable al presente CáSo-

a. Tamaño de la empresa.

Según la Ley de Fomento, Protección y Desarrollo dé la Micro y Pequeña Empresa (ley Mype)

en su artículo 3 define a las micro y pequeñas empresas de la siguiente manera: ''Microempresa:

Persona natural a jurídica opera en los diversos sectores de la economía, a iravés de una unidad

económica con un nivel de ventas brutas anuales hasta 482 salarios mínimos mensuales de mayor

cuantía y hasta JO trabajadores. Pequeña Empresa: Persona naiiiraí o jurídica que opera en los

diversos Sectores de la economía, a través de una unidad económica COn llñ nivel de venías brutas

anuales mayores a 482y hasta 4,817 salarios mimmo.i mensuales de mayor cuantía y con un máximo

de 50 trabajadores

Cabe mencionar que en el presente procedimiento administrativo sanclonador la proveedora ha

mostrado una conducta procesal qtl6 evidencia el cumplimiento de su deber a prestar la,colaboración

que le es requerida para el buen desarrollo de ios procedimientos (artículo 17 número 5 de la LPÁ),

ai haber presentado la información financiera solÍGitáda por esta autóridad sancionádora, consistente

en copias de la declaración del impuesto sobre ía renta y contribución especial corréspondieme a los

/■'
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años 2021 y 2022; (locumentacióñ de la cual se:: tomará en cuenta, cdino referéneia, el total de rentas

gravadas de íá dec'íárácíóni del impuesto sobre la renta y contribución especial córresportdierite al año

2022 ̂anó en qiie sucedieron los ¡ieebos dCnunciados-

Ahora bien, á partir de la documentación financiera presentada por la proveedora TH

SOLUCIONES, S.A. dc: C.V., declaráción del impúesto sobre la renta y contribución especial del

ejercicíoflscal del año 2022 (fs. 56); se tomará en; cuenta, la deéíaración del impuesto sobre la renta

y contribución especial del año 2022, por ser el afio; en el que ocurrieron los hechos de la infraeción,

comprobando; que, en el referido año, la proveedora tuvo uñ total de ingresos por la cantidad de

$ 14,213,90 dólares de los Estados Unidos de América.

Al contrastarla información financiera de la proveedora, con lo establecido en el art. 3 de la Ley

Wype, esté Tribunal concluye que Iá ;proveedora TH SOLUCIONES, S.A. de C.V., cuenta con

ingresos, los cuales se equiparan a los de una micrpempresa (declaración del impuesto sobre la renta

y contribución espeeíál del año 2022, por jo que, para los efectos de la cuantificación de la multa .será

considerada como una/«/croe/Hpr&vo.

h. Grado de inUnciónalidad del

Este Tribuna! cpnsidera este elemento en él sentido de analizar si el sujeto ha obrado dolosa o

cuando menos culposamente; es decir, que la transgresión a la norma haya sido querida o se deba a

imprudeneia o negligencia del sujeto. Por tanto, la existencia dc un nexo de culpabilidad constituye

una condición parada epilílguración de la conducta sañcionable.

Así, en reiteradas ocasiones este Tribunal ha establecido a través de sus résolucíones, conforme

a' lo dispuesto en ej artículo 40 ineisó segundó de la. LPC, que las IniTaccíones administrativas son

sancionábíes aun a tituio de simple négiigericia O descuido. Por otra parte, y de confórmidad a lo

dispuesto en el artículo 42 inc, 2°-del Código Giviij según el cual; "Ctdpa leve (...) es lafalla de

aquella diligeñciay cuidado ijue loshombres empleau ordimrianmnte en sus negocios propios (...)

así como a lo estipulado éil, el inc, 3^ del mismo artículo: "Elqüé debe administrar un negocio coma

un bueri padre de familia es responsable de esta especie de culpa", ya lo señalado en el articulo 947

del Código de Coniercio, relativo a que; 'fas obligaciones mercantiles dehen cumpUrSé con la

diligencia de ün buen camerciante én negocio propio ".

En cuánto a la 'ínfi-acoión aí artículo 43 letra d) de la LPC, del análisis de los liechos y

documentación; agregada al expediente, este Tribunal determinó una aetuadión negligente por parte

de la prpvéédora, püés ál ser una éntidad comereial dedicada a la comercialización de servicios de

venta por: mayor de equipos periféricos y programas informáticos, se espera que cumpla con la

pre.stación de dichos servicios éil las condiciones y términos pactados, situación que no consta
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acreditada en el presente expediente, ya que lio comprobó en lega! forma—:pOr la nula eolabpraeión

en la aportación de elémentos probatorios evidenciada en el procedimiento—que tenía una causa

que exima de responsabilidad de responder por la rio prestación de ios servicios acordados con la

consiimidora, o en su defecto, que el dinero qiie lá CÓnsumidóra pagó por el mismo, le-haya sido

devuelto, ya que tuvo conocimiento de ello, porque la denunciante lo requirió.

Por lo que, se configura plenamente una conducta negligente por parte de la proveedora TH

SOLUCIONES, S.A. DE C.V., por no haber atendido con la debida diligencia de un buen comerciante

en negocio propio, las obligaciones y prohibiciones contenidas eti; la LPC,

c. Grado de participación en ta pcción u omisión.

A partir de un examen del presente expediente administrativo, queda demostrado que el grado

de participación en la comisión de la infracción de la proveedoni es directa e individua], pues se

acreditó que la proveedora TH SOLUCIONES, .S.A. DE C.V.,,en:relacióh a la infracción al artículo

43 letra e) de la LPC, no cumplió con la prestación del seryieio contratado por la consumidora

di impacto en ¡os derechos dei consumidor y naturaleza del perjuicio ocasionado.

Este parámetro será considerado según lo establece la Sala de lü Constitucional en la sentencia

de inconstitucionalidad de ref, 109^2013 de; fecha 1.4/01/201:6, en lá que señala que uno de los factores

de dosimetría punitiva es: el beneficio qx-te, si acaso, obtiene el infractor con eihccho". En el

caso concreto, es pertinente señalar que la infracción administrativa relativa a "No (...) prestar los

servicios en los términos contratados—artículo; 43 letra e) de la LPC^— provocó, en principio, un

impacto negativo en el derecho, económico de la consumidorá, puesto que erogó cierta caiitidad de

dinero por lacontratación de un servició, que no le fue prestado en la forma, tiempo y calidad pactada,

e. Finalidad inmediata O mediata perseguida ton la imposición de lü sanción.

Medíante la imposición de la sanción —multa—, este Tribunal Sanciónador pretende causar un

efecto disuasivo' en la infractora TH/SOLUClGNES, S.A. DE C.'V,, quien ha cometido la infracción

descrita en el artículo 43 letra e) de la LPC, con el fin de evitar fiiturás, conducías prohibidas en

detrimento de los consumidores y que:adopte las medidas necesarias a eíeetó dé dar cumplimiento a

las obligaciones que le impone la LPC, situación que no consta acreditada en el présCtite

procedimiento.

7

^ 'Í...I iM'.antíÁn administrativo, persigué iJña finaiidad'pábiico pdr porte del Estado, piIS esdesInceniJvor cóndudos iltdtás, rdzón póríd cual río
mimire rnrnn mnliunriríh posible ún afán retributivo a favor del párilcular inferesadoi-Íri iol sentido,, es la propiatAdmlnisiraclári Pública la
encargada'de, éstáblecef la procedencia ̂ naturaleza de io sanción 9 irnponer,: asi como lo cuanihr de pr el caso, de modo Idl qiié cúiñplo éóñ los
f!n„s públicos .antes -ritnrlnr".. Rósniiidón' Final N" 0S-2020/CC2. emitida el 07/01/2020 por ia Comisión de Proleocíón ai .Consoimidoi Sede
Central dpi Instituto Nadonaí deiDefeiisa de la Gorripetencía y de la Protección de la Propiedad Intelectual de Perú,
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Por consiguiente, para la determinación y cuantificación de la multa procedente, este Tribunal debe

prever que, en el caso concreto, la comisión de la conducta infractora no resulte más ventajosa para

la infractora que asumir las sanciones correspondientes, corno consecuencia de las mismas.

IX. DETERMINACIÓN DE LA SANCIÓN Y CUANTIFICACIÓN DE LA MULTA

Este Tribunal, en uso de la sana crítica —-artículo 146 inc. 4° de la LPC^—y habiendo efectuado

una valoración conjunta de los criterios para determinación de la sanción—desarrollados en el

apartado anterior—procederá a realizar el cálculo de la multa a imponer a la infractora TH

SOLUCIONES, S.A, De C.V., piies se ha acreditado el cometiraiento de la infracción consignada en

el artículo 43 letra e) de la LPC, consistente en; "e) No (...) prestar los servicios en ¡os términos

contratados (...) ".

En tai sentido, habiendo concluido, entre otros aspectos, que la infracción cometida es una de las

calificadas como graves, sancionables con multa de hasta 200 salarios mínimos mensuales urbanos

en la industria, conforme al artículo 46 de la LPC; que la proveedora es una persona jurídica cuya

capacidad económica, para efectos de este procedimiento, es —por presunción— la de una

microempresa; que en razón del grado de intencionalidad de la conducta cometida por la proveedora

denunciada, no se acreditó el dolo sino negligencia-, y, qiie ocasionó un perjuicio económico con la

conducta cometida;; resulta razonable la imposición de uná sanción proporcional a la sola verificación

del aludido quebrantamiento.

En línea con lo expuésto, es necesario, señalar, que el principio de razonabilidad establece que las

decisiones de la autoridad deben adoptarse dentro de los límites de sus facultades y manteniendo la

proporción entre (os medios a emplear y los fines públicos que debe tutelar. En consecuencia, este

Tribunal considera que en el presenté procedimiento administrativo sancionador resulta pertinente

fijar una multa ctiya cuantía resulta /¿/ónert, necesariagproporcional para la consecución de los fines

constitucíonalmente legítimos —electo disuasorio—, previniendo así, situaciones en donde la

comisión de las conductas prohibidas póf parte de los sujetos infractores resulta más beneficiosa que
el cumplimiento de ¡a norma misma, lo cual á su vez podría llevar a incumplir la finalidad de tutela

de los deiechos de información y económicos de los consnmidorái.

Por consiguiente, y conforme al .análisis antes expuesto, considerando lo.s principios de disuasión,

proporcionalidad y razonabilidad que deben sustentar la imposición de la sanción, y de conformidad
con lo reguiado eit el artículo 139 número 7 de la LPA, este Tribunal impone a la proveedora

una multa de UN MIL OCHOCIENTD.s

VEINTICINCO DOLARES CON DOS CENTAVOS DE DÓLAR de los estados
UNIDOS DE AMÉRICA ($ 1,825.02), equivalentes a seis meseS do salario mínimo mensual urbano
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;

en la industria, por ía comisión de la infracción regulada' en el artíeulG 43 letra e) dé la LPC, por no

prestar Jos servieios en los íérminbs cóntralados, según sé lia establecido en el: presente

procedimiento administrativo; muifa que representa el 3% dentt'o del margen máximo estipulado por

leycómo consecuencia para la comisión de tal infracción —200 salarios mínimos urbanos ene! sector

industria—, siendo, a juicio de este Tribunal, proporcional a la gravedad que comportan los hechos,

según las circunstancias objetivas y subjetivas previamente analizadas.

REPOSICION DE LA SITUACION ALTERADA

La consurnidora solicitó:; 'Ja,deyoltwidn clel:fOO%:dél dinero cancelado (SlJl-S. 72) atproveedor

por un seryicio no prestado Al respecto, és tiécesario señalar lo siguiente:

A. Concérniénté a la reposición de la situación alterada por la conducta:infractora, la íetra c) del

artículo 83 de la LPC, expresamente señala que dentro de las atribuciones de este Tribunal se

encuentra: "(...) c) Ordenar ál infractor, en. los casos de afectación a inlereses individuales,

colectivos o difusos, la répóslción de la situación alterada por Ja íirfracdón, a su estado original.

Entre las medidas para lograr la reposickm de la siíuación alterada podrán ordenarse.Misusiilución

del bien; la devolución de lo cobrado indebidamente o ta rehajá del precia

B. Siguiendo el mismo orden de ideas, la Sala de lo Constitucional, por medio de sentencia

definitiva pronunciada en el proceso de amparo referencia 1 11-20Ó2, señaló qiié '\La restitución de

las cosas al estado en que se encontraban antes de la violación, no debe entenderse únicamente desde

el punto de vista, físico, sino desde una perspectiva jurldica-patrimontal, como efecto directo de la

sentencia eMinatOíiá''.

En él mismo sentido,; la Sala éii niencióh,.ert la sénténcia défítiltiva dictada en el proceso de

amparo refereneía 73-2000, afirma qUe: réconócida la exisiencia de un agravio en la esfera Jurídica

del demandante,, ¡a. consecuencia lógica es reparar el daño, restaurando los cosm al estada en que

se enconíraban antes de lü ejecución del acto violatorio de derechos. Agrega que: las sentencias

pueden tener distinto carácter, dependiendo del soporte jurídico y íáetíeo de la pretensión.

De igual forma, laiSCA, por medio de la sentencia definitiva pronunciada a las diez horas treinta

minutos de). 19/0,5/2008, en el proceso referencia 130-2005, afirmó que el objeto de la normativa de

eonsuiño hace- referencia a la: protección de los derechos de los consumidores, a efecto de procurar el

eqtiilíbríóv certeza, y seguridad iurídiéa en las- relaciones dé consiimo con los proveedores-

En rPpé.tó al principio dé legalidad y con, la finalidad de' darle cumplimiento al artículo 101 de

la Constitución, y a los. principios y directrices de las Naciones Unidas para la proíección del

consumidor, a que ante los hechos aeaecídos. a pardr de la fecha de. entrada en vigencia dci la LPC

reformada, y antes una/evéniual resolución dermitlva estimatoria a- la pretensión de los consumidores.

IS



este Trjbünal está obligado por ley a ordenar la reposición de la situación alterada por la infracción,

según lo dispuesto en el artículo 83 letra c) de lá LPC.

C í^or consiguiente, conforme al artículo 4 letra i) de la LPG la titularidad del derecho a elegir

entre la reducción del precio, el carnbio de producto o la devolución de lo pagado le corresponde al

consumidor como un derecho irrenunciable de acuerdo al artículo 5 de la misma ley, por lo que es

procedente ordenar la reposición de la situación alterada de conformidad a la pretensión del

consumidor, la cual consiste en: la devolución del monto pagado.

Por consiguiente, y en virtud de lo expuestoietí ef presente apartado, y documento agregado a

folios 11-12 y 4-16, este Tribunal considera procedente oru'cnnr a/aproveer/ora TflSOLUCIONES,

S.J. DE C. V., realice la devolución de lo pagado a la eorisimidora • • .

, por la. cantidad de SEISCIENTOS DIECIOCHO

DÓLARES CON SETENTA V DOS CENTAyOS DE DÓLAR DE LOS ESTADOS UNIDOS

DE AMERICA {$618.72) por no haber prestado el servicio de licencia de uso de sistema

con dos conexiones simultaneas.

XI. DECISION

Por tanto, sobre la base de lo anteriormente expuesto y con fundamento en los artículos TI, 14,

101 inciso 2° de la Constitución de ia República; 4 letra e, i, 5, 43 letra e), 46, 83 letras bTy c), 144

y siguientes de la LPC; y 3, 78 inciso tercero, i39 y 154 de la LPA, este Tribunal RESUELVE:

a) Sanciónese di la proveedora TH SOLUCIONES, S.A. DE C.V. con la cantidad de UN MIL

OCHOCIENTOS VEINTICINCO DOLARES CON DOS CENTAVOS DE DÓLAR

DE LOS ESTADOS UNIDOS DE-AMÉRICA ($ 1,825.02), equivalentes a .seis meses de

salario mínimo mensual urbano en la industria—D.E, N°6 del 21/12/2017, publicado en el

D.O, N°240, tomó 417 deT 22/12/2017— en concepto de multa por la. comisión de la

infracción regulada en el artículo 43 letra e) de la LPC, por no prestar los servicios en los

términos contratados conforme al análisis expuesto en el romanó VÍI de la presente resolución

y con fundamento en las disposiciones legales precitadas.

b) Ordéne.se a la proveedora TH SOLUCIONES, S.A. DE C.V., realizar la devolución de lo

pagado a la consumidora . '

por la cantidad de SEISCIENTOS DIECIOCHO DÓLARES CON SKTF.NTA Y DO.S

CENTAVÓS DE DÓLAR DE LOS ESTADOS UNIDOS DE AMÉRICA {$618.72), en
razón de ün servicio que no fue prestado en las condiciones pactadas, según lo expuesto en el

romanó X de la presente resolución.
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Lo ordenado en el presente pronunciamiento debe ser cuniplido, dentro de íos diez días

hábiles siguientes al de lai notificación de esta resplución, debiendo comprobar a este

Tribunal su cumplimiento dentro del plazo indicado; caso contrario, Ja vSecretaría de este

Tribunal certifícará la presente resólnción para ser remitida a la Fiscalía General de la

República para su ejecución fórzosa.

c) Extiéndase en la Secretaría de este Tribunal certificación de la presente resolución a la

consumidora para los

efectos qlie estime convenientes.

d) Hágase del conocimienío de los míervinieníes que, en cumplimiento al artículo 1G4 de la

LPA y de conformidad a los artículos 132 y 133 de la roismá. ley, la presente resolución admite

recurso de reconsideración, el cual puede ser intérpuesto ante este mismo Tribunal

Sancionador de la Defensoría del Consumidor, dentro del plazo de diez días hábiles contados

a partir del día siguiente a la notificación de la presente resolución, en la dirección siguiente:

7'''. Galle Poniente y Pasaje "D" #5143, Colonia Escalón, San Salvador,

e) Notifiquese.

José Leoisick Castro /
Presidente

( 'y-'Ue'sáü-XSsk

^^•'Prin er vqcal
/

Juan Carlos Ramírez Cié

Segundo vocal

PRONUNCIADA POR LOS IVífÉMBROS DEL TRIBUNAL SÁISCIONADOR DE LA DEFENSORÍA
DEL CONSUMIDOR QUE LA SUSCRIBEN. ;
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Secretar-ió^el/pribiíiial S'ancibnador
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